
INFORME SECRETARIAL: Quibdó, 04 de enero de 2023.  A despacho de la 

señora Juez llevo la demanda de TUTELA instaurada en nombre propio por 

la señora SAMIA SAMIRA BECHARA BALDRICH, en contra del ICFES, por la 

presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la dignidad 

humana, igualdad de tratamiento y oportunidades para aspirar a cargos 

públicos por mérito, debido proceso, petición, legalidad administrativa, 

prevalencia del derecho sustancial frente a lo formal, principio de 

transparencia en concurso de méritos y principio de buena fe y confianza 

legítima, para informarle que correspondió a este Despacho por reparto y 

tiene solicitud de medida provisional.  Provea usted. 

 

CARMEN ROSA CUERVO POSSO 

Secretaria 

 

Quibdó, cuatro (04) de enero de dos mil veintitrés (2023) 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 007 

 

Referencia:  ACCIÓN DE TUTELA 

Accionante: SAMIA SAMIRA BECHARA BALDRICH 

Accionada: INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA EVALUACIÓN DE LA 

EDUCACIÓN - ICFES  

Radicado:  27001318700120230000400 

 

 

La señora SAMIA SAMIRA BECHARA BALDRICH, acude a esta jurisdicción 

promoviendo acción de tutela en contra del INSTITUTO COLOMBIANO PARA 

LA EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN - ICFES, por la presunta vulneración de 

sus derechos fundamentales a la dignidad humana, igualdad de 

tratamiento y oportunidades para aspirar a cargos públicos por mérito, 

debido proceso, petición, legalidad administrativa, prevalencia del 

derecho sustancial frente a lo formal, principio de transparencia en 

concurso de méritos y principio de buena fe y confianza legítima, y solicita 

se decrete una medida provisional, en los siguientes términos: 

 

MEDIDA PROVISIONAL 

 

La accionante solicita en sus pretensiones, se decrete como medida 

provisional la suspensión de los efectos del cambio del cronograma del 

concurso y de los resultados de las pruebas.  Y que se respete el cronograma 

inicial y los resultados notificados el pasado 19 de noviembre de 2022, en el 

que ocupó el puesto 8.761, en razón a que, con el cambio realizado por el 

ICFES, se vulneran sus derechos fundamentales conexos al principio de 

dignidad humana, así como también los derechos de cientos de policías. 



 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7º del Decreto 2591 de 1991, 

en materia de tutela se podrán decretar medidas provisionales para 

proteger derechos fundamentales, así:  

 

“ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN 

DERECHO. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez 

expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el 

derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo 

amenace o vulnere. 

    

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la 

ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios 

ciertos e inminentes al interés público.  

 

En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para 

proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo 

a favor del solicitante.   

 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél 

contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito 

posible.    

 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier 

medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el 

derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia 

de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias 

del caso.    

 

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución 

debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la 

autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere 

dictado”.  

 

Con respecto a esta medida cautelar, la Honorable Corte Constitucional 

en sentencia T- 103 de 2018, precisó: 

 

“ El Artículo 7 del Decreto 2591 de 1991[4] autoriza al juez 

constitucional para que adopte, a petición de parte o de 

oficio, “cualquier medida de conservación o seguridad”. La 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido que la oportunidad que 

tiene el funcionario judicial para pronunciarse sobre la protección 

provisional va desde la presentación de la acción de tutela hasta 

antes de pronunciarse definitivamente en el fallo[5], “pues al resolver 

de fondo deberá decidir si tal medida provisional se convierte en 

permanente, esto es, definitiva o si por el contrario, habrá de 

revocarse”[6]. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-103-18.htm#_ftn4
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-103-18.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-103-18.htm#_ftn6


  

La protección provisional está dirigida a[7]: i) proteger los derechos de 

los demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se 

torne ilusorio; ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se 

encuentran en discusión o en amenaza de vulneración; y iii) evitar 

que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos 

objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se circunscriben a 

los que pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez está facultado 

para “ordenar lo que considere procedente” con arreglo a estos fines 

(inciso 2º del artículo transcrito). 

  

Las medidas provisionales cuentan con restricciones, debido a que la 

discrecionalidad que entraña su ejercicio no implica un poder 

arbitrario u omnímodo. Por ello, la expedición de esa protección 

cautelar debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la 

situación planteada”[8].   

 

En lo atinente a la adopción de medidas provisionales, la honorable Corte 

Constitucional en Auto Nro. 680 del 2018, determinó que su procedencia 

debe estar supeditada al cumplimiento de las siguientes exigencias: 

  

(i) Que la medida provisional, para proteger un derecho fundamental 

o evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público, tenga 

vocación aparente de viabilidad por estar respaldada en fundamentos 

fácticos y jurídicos razonables, es decir, que tenga la apariencia de un 

buen derecho (fumus boni iuris); 

  

(ii) Que exista un riesgo probable de que la protección del derecho 

invocado o la salvaguarda del interés público pueda verse afectado 

considerablemente por el tiempo trascurrido durante el trámite de 

revisión, esto es, que haya un peligro en la demora (periculum in mora); 

y 

  

(iii) Que la medida provisional no genere un daño desproporcionado 

a quien afecta directamente. 

 

Lo anterior indica que la medida previa, debe tomarse de cara a la 

inminente amenaza de los derechos fundamentes del accionante y que, del 

estudio de la demanda tutelar, aflore el apremio del perjuicio irremediable, 

de tal manera que no dé espera a la resolución del fallo, es decir, que exista 

un peligro inminente por la mora en la protección del derecho fundamental, 

desde la presentación de la acción, hasta que sea resuelto en la sentencia.   

 

En conclusión, para decretar una medida provisional, resulta trascendental 

que se advierta la ostensible vulneración de los derechos fundamentales 

invocados y que, esas medidas se erijan en necesarias, urgentes, pertinentes 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-103-18.htm#_ftn7
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-103-18.htm#_ftn8


y proporcionales, para evitar el acaecimiento de un perjuicio mayor o un 

daño irremediable que afecte al actor. 

 

Precisado lo anterior, descendiendo al caso que nos ocupa, la accionante 

solicita que, con la admisión de la tutela se ordene la suspensión de los 

efectos del cambio del cronograma del concurso y de los resultados de las 

pruebas y que se respete el cronograma inicial y los resultados notificados el 

pasado 19 de noviembre de 2022, en el que ocupó el puesto 8.761, a fin de 

que no se vulnere el principio a la dignidad humana, así como también los 

derechos de cientos de policías. 

 

En reiterada jurisprudencia, la Corte ha determinado que la dignidad 

humana equivale: (i) al merecimiento de un trato especial que tiene toda 

persona por el hecho de ser tal; y (ii) a la facultad que tiene toda persona 

de exigir de los demás un trato acorde con su condición humana. Por tanto, 

la dignidad humana se erige como un derecho fundamental, de eficacia 

directa, cuyo reconocimiento general compromete el fundamento político 

del Estado (Sentencia T-291/16).  No obstante, para la prosperidad de una 

medida provisional, debe presentarse una situación que denote una 

ostensible e inminente vulneración a los derechos fundamentales de la 

afectada, toda vez que la medida provisional al interior de la acción de 

amparo se configura como un mecanismo excepcionalísimo, al cual solo 

debe accederse cuando el juez constitucional avizora una situación de 

extrema urgencia y necesidad. 

 

En tal sentido, cuando la medida provisional implica la suspensión de un 

concurso de méritos, la Corte Constitucional ha sostenido que, el juez de 

tutela, en uso de sus atribuciones, cuenta con diferentes herramientas 

jurídicas para decidir sobre dicha suspensión, ya sea como medida 

provisional o como decisión de fondo en el fallo: 

 

“En desarrollo de estas atribuciones el juez de tutela cuenta con 

diversas herramientas jurídicas para resolver un caso que requiere 

soluciones complejas, entre ellas se destacan: (i) la adopción de 

medidas cautelares en casos en los que se demuestre la existencia 

de perjuicio irremediable[33]; (ii) la realización de estudios en 

aquellas oportunidades en que no se cuenta con la información 

requerida para poder tomar la decisión;[34] (iii) la capacidad de 

ordenar la construcción o terminación de obras[35]; (iv) la 

potestad de ordenar el asesoramiento de los accionantes[36]; (v) 

suspender trámites administrativos[37]; (vi) ordenar la creación de 

grupos de trabajo; (vii) conceder espacios de participación[38]; y 

(viii) decretar la suspensión de concursos de méritos. [39]  

 

5.2. Sobre este último aspecto se debe destacar que de 

conformidad a la jurisprudencia constitucional, el juez de tutela 

puede ordenar la suspensión de un concurso de méritos, ya sea 



como medida cautelar antes de adoptar una decisión de fondo, 

o por el contrario, puede decretar dicha interrupción como una 

orden definitiva en la sentencia. 

 

En este sentido, la Corte ya ha tenido la oportunidad de delimitar 

el alcance de las facultades del juez de tutela cuando detecta 

una violación al debido proceso en el trámite de un concurso de 

méritos. Al respecto, en la sentencia T-286 de 1995, este tribunal 

falló un caso con los siguientes supuestos de hecho: (i) el 

accionante señalaba que había participado en un concurso de 

méritos cuya finalidad era acceder al cargo de docente en la 

Universidad Distrital Francisco José de Caldas; (ii) en el desarrollo 

de la convocatoria el tutelante se percató que se omitieron los 

términos de presentación y publicación de resultados; (iii) 

manifestaba que dicha omisión evitó que dichas decisiones 

pudiesen ser analizadas y, por consiguiente, controvertidas” 

(Sentencia T-604 de 2013)(Negrillas del despacho) 

 

En ese orden de ideas, considera el despacho que, en el presente caso no 

se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable que haga necesaria la 

suspensión del cronograma dentro del concurso de méritos motivo de la 

presente tutela, en razón a que, de las pruebas allegadas por la parte 

actora, se evidencia que, según el cronograma establecido, la siguiente 

fase consiste en el curso de capacitación para ingreso al grado de 

Subintendente vigencia 2023, el cual se realizará en tres (3) ciclos, iniciando 

el primer ciclo el 01 de febrero de 2023, el segundo el 28 de marzo de 2023 

y el tercero el 23 de mayo de 2023; lo cual implica que, ante un eventual 

fallo a favor de la accionante, ésta tendría la oportunidad de realizar el 

curso de ascenso para el cual concursó, lo cual torna la medida provisional 

de suspensión en innecesaria. 

 

Así las cosas, la solicitud de medida provisional será despachada 

desfavorablemente, por no observarse su necesidad y urgencia en esta 

etapa procesal. 

 

Finalmente, se vinculará al trámite de la presente acción a la Dirección 

General de la Policía Nacional, Dirección de Talento Humano de la Policía 

Nacional, y a todos los participantes de la Convocatoria para el Curso de 

Capacitación para ingreso al grado de Subintendente vigencia 2023, como 

quiera que pueden verse afectados por las decisiones que se tomen en el 

fallo de esta tutela. 

 

Sin más consideraciones el despacho,  

 

                          R E S U E L V E: 

 



PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela instaurada por la señora SAMIA 

SAMIRA BECHARA BALDRICH, en contra de la NUEVA EPS, por la presunta 

vulneración a sus derechos fundamentales a la dignidad humana, igualdad 

de tratamiento y oportunidades para aspirar a cargos públicos por mérito, 

debido proceso, petición, legalidad administrativa, prevalencia del 

derecho sustancial frente a lo formal, principio de transparencia en 

concurso de méritos y principio de buena fe y confianza legítima. 

 

SEGUNDO:  VINCÚLESE al presente trámite tutelar a la Dirección General de 

la Policía Nacional, Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, y a 

todos los participantes de la Convocatoria para el Curso de Capacitación 

para ingreso al grado de Subintendente vigencia 2023. 

 

TERCERO:  NO DECRETAR la medida provisional solicitada por la 

accionante, por no observarse su necesidad y urgencia. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE personalmente al DIRECTOR GENERAL DEL ICFES, al 

General HENRY ARMANDO SANABRIA CELY, Director General de la Policía 

Nacional, al DIRECTOR DE TALENTO HUMANO DE LA POLICÍA NACIONAL, y a 

todos los participantes de la Convocatoria para el Curso de Capacitación 

para ingreso al grado de Subintendente vigencia 2023, lo decidido en los 

numerales precedentes y entrégueseles copia de la solicitud de amparo y 

de sus anexos. 

 

Los participantes de la convocatoria para el Curso de Capacitación para 

ingreso al grado de Subintendente vigencia 2023, serán notificados a través 

de la página web del ICFES, de lo cual se deberá remitir constancia a este 

juzgado. 

 

QUINTO:  REQUIÉRASE a los representantes de las entidades accionadas y 

vinculados, para que en los términos del art. 19 del Decreto 2591/91 rindan 

informe al Despacho sobre los hechos a los que se refiere la solicitud de 

amparo, para lo cual se les concede el término de dos (02) días; informe 

que se considerará rendido bajo juramento y que la omisión injustificada en 

rendirlo les acarreará responsabilidad de conformidad con la ley. 

 

SEXTO: TÉNGASE como pruebas documentales, las allegadas con el 

libelo introductorio, las que serán valoradas legal y oportunamente.  

 

   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE: 

 

 
crcp 
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